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           COMUNICADO No. 2 
           Enero 28 de 2015 

 
LA CORTE DECLARÓ EXEQUIBLES LAS NORMAS SOBRE CONCURSO DE ASCENSO 

QUE HACEN PARTE DEL RÉGIMEN ESPECIAL DE CARRERA DE LA FISCALÍA 

GENERAL DE LA NACIÓN, POR NO SER CONTRARIAS A LOS PRINCIPIOS DE 

IGUALDAD Y PROVISIÓN DE CARGOS PÚBLICOS POR EL SISTEMA DE CARRERA 

 

 
    I.   EXPEDIENTE D-10.120    -    SENTENCIA C-034/15  
          M. P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 
 

  
1. Normas acusadas 

DECRETO 20 DE 2014 

(enero 9) 
 

Por el cual se clasifican los empleos y se expide el régimen de carrera especial de  
la Fiscalía General de la Nación y sus entidades adscritas 

 

ARTÍCULO 24 CONCURSO DE ASCENSO. Para la provisión definitiva de los empleos de 
la Fiscalía General de la Nación y de las entidades adscritas se podrán adelantar 
concursos de ascenso con la finalidad de reconocer la capacitación y desempeño de 
los servidores escalafonados en la carrera especial y permitirles la movilidad a un 
cargo o categoría inmediatamente superior dentro del mismo grupo o planta de 
personal. 
 
El concurso será de ascenso cuando: 
 
1. La vacante o vacantes a proveer pertenezcan a un mismo grupo o planta de 
personal y a los niveles profesional y técnico. 
2. Existan servidores públicos escalafonados en la carrera especial, en el grado 
salarial inferior, que cumplan con los requisitos y condiciones para el desempeño de 
los empleos convocados a concurso. 
3. El número de los servidores escalafonados en carrera que cumplan con los 
requisitos y condiciones para el desempeño de los empleos convocados a concurso 
sea igual o superior al número de empleos a proveer. 
 
Si se cumple con los anteriores requisitos se convocará a concurso de ascenso hasta 
el 30% de las vacantes a proveer. Los demás empleos se proveerán a través de 
concurso de ingreso. 
 
PARÁGRAFO. Si en el desarrollo del concurso de ascenso no se inscribe como mínimo 
el doble de servidores escalafonados en carrera por empleo a proveer, el concurso se 
declara desierto y la provisión de los cargos se realizará mediante concurso de 
ingreso. Quienes se hayan inscrito inicialmente continuarán en el concurso de ingreso 
sin requerir una nueva inscripción. 
 
ARTÍCULO 25. REQUISITOS QUE DEBE CUMPLIR EL SERVIDOR PARA PARTICIPAR EN 
LOS CONCURSOS DE ASCENSO. Para participar en los concursos o procesos de 
selección de ascenso, el servidor deberá cumplir los siguientes requisitos: 
 
1. Estar escalafonado en la Carrera Especial. 
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2. Reunir los requisitos y condiciones exigidos para el desempeño del cargo. 
3. Haber obtenido calificación sobresaliente de la evaluación de desempeño, en el año 
inmediatamente anterior. 
4. No haber sido sancionado disciplinaria ni fiscalmente dentro de los cinco (5) años 
anteriores a la convocatoria. 
 
ARTÍCULO 26. MODALIDADES COMPLEMENTARIAS DE LOS CONCURSOS O PROCESO 
DE SELECCIÓN. Para la selección de los servidores de la Fiscalía General de la Nación y de sus 
entidades adscritas se podrán utilizar las modalidades complementarias de curso-concurso y 
concurso-curso, en los siguientes términos: 
 
1. El concurso-curso, entendido como la realización de un curso relacionado con las funciones 
del cargo a proveer, dentro del proceso de selección, al cual ingresan los aspirantes que hayan 
superado previamente las demás pruebas o instrumentos de selección definidos en la 
convocatoria. Ingresarán al curso un número máximo de aspirantes hasta tres (3) veces los 
cargos a proveer que se hayan señalado en la convocatoria. 
 
Los cupos disponibles para acceder al curso, conforme a lo previsto en la convocatoria, se 
asignarán en riguroso orden de mérito entre las personas que aprueben la primera parte del 
proceso de selección. 
 
El orden para la conformación de la lista de elegibles será establecido con base en la sumatoria 
de los resultados obtenidos en el curso y en las demás pruebas previstas en el proceso de 
selección. 
 
Cuando se utilice esta modalidad de selección en la convocatoria se deberán precisar las 
condiciones para su realización, en los términos señalados en el presente decreto-ley. 
 
2. El curso-concurso, consiste en la realización de un curso como criterio de selección, al cual 
ingresan los aspirantes que cumplan los requisitos y condiciones señalados para el desempeño 
del cargo objeto del concurso. 
 
El curso deberá tener relación directa con las funciones de los empleos a proveer. La lista de 
elegibles se conformará en estricto orden de méritos con quienes superen el curso en los 
términos de la convocatoria. 
 
En la convocatoria se deberá precisar las condiciones para su realización, en los términos 
señalados en el presente decreto-ley. 
 
PARÁGRAFO 1o. Previo a la iniciación de cualquiera de estas dos modalidades de selección, la 
entidad deberá verificar que los aspirantes cumplan con las condiciones de experiencia, 
capacitación, formación y competencias definidas en cada uno de los manuales de funciones, 
según correspondan a la Fiscalía General o a alguna de sus entidades adscritas. 
 
PARÁGRAFO 2o. En la Fiscalía General de la Nación las modalidades complementarias de 
selección establecidas en el presente artículo, únicamente podrán utilizarse para proveer los 
empleos de los grupos de Fiscalía y Policía Judicial y en los procesos de selección o concurso de 
ascenso, por decisión de las Comisiones de Carrera especial. 
 
ARTÍCULO 30. DIVULGACIÓN DE LA CONVOCATORIA. La convocatoria a concurso de 
ingreso debe ser divulgada a través de la página web de la entidad convocante y por medio de 
un (1) anuncio en cualquier medio de comunicación de amplia circulación nacional, con 
antelación no inferior a diez (10) días hábiles a la fecha de iniciación de la etapa de inscripciones. 
 
La convocatoria a concurso de ascenso debe ser divulgada a través de la página web 
de la entidad convocante, con antelación no inferior a diez (10) días hábiles a la fecha 
de iniciación de la etapa de inscripciones. 
 

2. Decisión 

 

Declarar EXEQUIBLES los artículos 24 y 25 y las expresiones acusadas de los artículos 26 y 
30 del Decreto Ley 020 de 2014. 
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3.  Fundamentos de esta decisión 
 
La Corte encontró exequibles las normas que regulan el concurso de ascenso en la Fiscalía 
General de la Nación frente a la supuesta vulneración de los artículos 13, 40.7 y 125 de la 
Constitución Política, por las siguientes razones: 

 
1. La carrera constituye la regla general para el ingreso y la permanencia en el empleo público y 
debe estar fundada exclusivamente en el mérito, mediante la consagración de procesos de 
selección y evaluación permanente en los cuales se garantice la transparencia y la objetividad. 
Sin embargo, el legislador tiene un razonable margen de libertad en la configuración y en el 
diseño de los mecanismos a través de los cuales se valora el mérito de los aspirantes al ingreso o 
ascenso, siempre y cuando no desconozcan las finalidades constitucionales de la carrera. 

 
2. La Corte Constitucional consideró que si bien la jurisprudencia ha excluido la posibilidad de 
que existan concursos cerrados, es decir, aquellos en los cuales solamente puedan participar 
funcionarios de carrera, y ciertamente ese sigue un criterio vigente de la corporación, también es 
claro que la Corte no ha considerado contrario a la Carta que en la carrera administrativa se 
tenga en cuenta la experiencia de los empleados de la entidad para valorar el mérito, ni que, 
para efectos de estimular el ascenso y la permanencia, se reserven algunos cargos para 
funcionarios que ya hacen parte de la carrera. 

 
3. En virtud de lo anterior, la ley debe tener en cuenta factores como la experiencia específica 
para valorar el mérito, tal como señaló la sentencia SU–446 de 2011, en la cual esta Corporación 
afirmó que “la Comisión de Carrera de la Fiscalía General de la Nación, al definir los factores de 
calificación, tendrá en cuenta la experiencia en el tipo de  funciones a desempeñar”. 

 

4. Por lo anterior, la posibilidad de que se convoquen concursos internos de ascenso en los 
cuales participen exclusivamente servidores públicos de carrera administrativa para proveer hasta 
el 30% de las vacantes no es inexequible, sino que por el contrario desarrolla múltiples 
finalidades constitucionales de la carrera administrativa: (i) permite contar con servidores cuya 
experiencia y dedicación garanticen cada vez mejores resultados, (ii) motiva a los servidores 
públicos de la carrera para que cumplan más eficazmente sus funciones con el objeto de lograr 
un ascenso, (iii) valora la permanencia y otorga estabilidad a los funcionarios en las entidades 
públicas, (iv) tiene en cuenta a funcionarios que previamente han ingresado a través de concurso 
de méritos a la entidad y (v) garantiza que la inversión del Estado en la capacitación de los 
funcionarios se vea reflejada en su mejoramiento y promoción continuada con fundamento en la 
evaluación permanente para garantizar una mejor administración de justicia.  
 

4.  Salvamentos de voto 
 
Los Magistrados María Victoria Calle Correa, Martha Victoria Sáchica Méndez, Gabriel 
Eduardo Mendoza Martelo y Jorge Iván Palacio Palacio salvaron su voto respecto de esta 
decisión al considerar que la reserva del 30% de las plazas vacantes para el concurso de ascenso 
en la Fiscalía General de la Nación es una opción inválida al imponer un concurso de ascenso 
cerrado que se encuentra constitucionalmente proscrito (arts. 2º, 13, 40.7, 53, 125, 130 y 209). 
La mayoría de la Corte incurrió en un retroceso constitucional al retomar la tesis del concurso de 
ascenso cerrado, que desde el año 2002 había sido descartada jurisprudencialmente, al crear 
privilegios que resultan contrarios al mérito, la igualdad de oportunidades, el acceso al 
desempeño de funciones y cargos públicos, y los principios de transparencia, imparcialidad y 
eficiencia.  
 
Con la decisión de hoy, los Magistrados disidentes estiman vilipendiados los derechos y principios 
mencionados, al establecerse una barrera de entrada al concurso de ascenso consistente en 
privilegiar, ab initio, a quienes hacen parte de la nómina en la condición de servidores inscritos 
en carrera, dejando de ofrecer a los demás aspirantes (externos e internos no escalafonados) la 
posibilidad de participación, lo cual imposibilita la demostración objetiva del mérito. La 
circunstancia consistente en que los demás empleos vacantes (70%) podrán proveerse por 
concurso de ingreso, si bien atenúan el favorecimiento por el cual propugnó el legislador 
extraordinario, no logran superar el juicio de validez constitucional, ya que en definitiva: i) con la 
reserva de plazas (30%) se ha truncado la expectativa de los terceros interesados de poder 
participar en el concurso de ascenso; ii) se establece un tratamiento discriminatorio que no deja 
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de serlo por el hecho de que se presenten de manera marginal, porcentual o parcial; iii) 
abandona los elementos esenciales de la carrera que no pueden quedar sujetos ni depender de 
circunstancias normativas impuestas por el legislador.  
 
Se imponía, en criterio de quienes salvan el voto, continuar la línea jurisprudencial pacífica que 
respetaba el derecho de los escalafonados a presentarse en un concurso abierto junto con los 
demás aspirantes, donde seguramente la experiencia les habría otorgado una razonable 
posibilidad de éxito. Una posición contraria parte del supuesto equivocado que son los únicos que 
pueden manejar con solvencia las actividades propias de la entidad, lo cual no deja de constituir 
más que un juicio sin fundamento. El estatus de servidor de carrera confiere determinados 
derechos primordialmente dados por la estabilidad en el cargo como recompensa merecida con 
ocasión del mérito, pero no obliga a la administración a un ascenso por el mismo hecho, ni 
menos a conferirles privilegios de entrada que resulten lejanos del mérito en el acceso a la 
función pública. 
 
Descartar prácticas como el clientelismo, el nepotismo y el favoritismo, que se apoyan en la 
lealtad y obediencia a un superior y no a un compromiso con el Estado y la sociedad, resulta un 
imperativo, máxime con los altos grados de discriminación que en materia de acceso al empleo y 
ocupación se predican de la administración pública. Además, el legislador puede diseñar medidas 
que estimulen a los servidores de carrera y valoren su desempeño y experiencia, por lo que 
resultan válidas medidas como el reconocimiento de la experiencia laboral o que en caso de 
empate en el concurso se resuelta a su favor el ascenso del escalafonado. Por lo tanto, se hacía 
necesario declarar inexequibles las disposiciones demandadas, otorgando efectos retroactivos a 
esta sentencia desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.  
 
La magistrada María Victoria Calle Correa expuso además las siguientes razones como 
fundamento de su voto disidente. A su juicio, las normas demandabas violan dos principios 
constitucionales: la igualdad de oportunidades y el principio del mérito como determinante del 
acceso y el ascenso a los cargos de carrera.  
 
En cuanto a la violación de la igualdad de oportunidades, observó que el precepto acusado 
establece como posible –dentro de ciertas circunstancias- reservar el 30% de los cargos que 
salgan a concurso dentro de la Fiscalía para quienes formen parte del escalafón de la entidad. 
Nadie más puede concursar por esa cuota de los cargos, y quienes no estén escalafonados sólo 
pueden entonces concursar por el 70% de los restantes empleos que se abran a concurso. En 
contraste, los funcionarios del sistema de carrera no sólo pueden concursar por ese 30% 
reservado para ellos, sino también por el otro 70%. En otras palabras, mientras los funcionarios 
de carrera de la Fiscalía que cumplan las condiciones están habilitados para concursar por el 
100% de los cargos que salgan a concurso, el resto de personas, no clasificadas en el escalafón, 
sólo puede participar por el 70% de ellos. No puede hablarse de igualdad en las oportunidades 
para acceder al poder público cuando una parte de la población puede concursar por el 100% 
mientras la otra parte sólo puede participar por el 70% de estas. 
 
Tampoco se respeta con esta regulación el principio constitucional de la meritocracia, en virtud 
del cual el acceso y ascenso en los cargos de carrera deben responder al criterio objetivo del 
mayor mérito. Cuando la disposición cuestionada admite que un 30% de los cargos estén 
reservados a funcionarios del escalafón de la Fiscalía, se acepta simultáneamente que accedan a 
esa cuota los servidores escalafonados que en ese concurso cerrado obtengan mayor puntaje, 
aunque con total independencia de si tienen o no mayores méritos que quienes no forman parte 
de la planta y participaron del concurso abierto. Es posible entonces que quienes asciendan a ese 
30% de los cargos tengan menos mérito que quienes quedaron por fuera del concurso de 
ingreso para el otro 70% de los cargos. En un ejemplo práctico: si 10 cargos salen a concurso, y 
se dan las condiciones para hacer un concurso de ascenso, 3 de esos cargos serían sólo para 
funcionarios de escalafón, y los 7 restantes para funcionarios de escalafón y demás personas. 
Todos concursan. Los que no forman parte del escalafón obtienen estos puntajes: 100, 99, 98, 
97, 96, 95 y 94, y acceden a los 7 cargos disponibles. Otras personas, que tampoco están 
escalafonadas, sacan 93, 92, 91, 90, y quedan por fuera.  Los escalafonados sacan 80, 79 y 78, y 
en virtud de estas normas demandadas acceden al 30 % de los cargos que salen a concurso. Los 
que tenían más mérito, salen. Los que tenían menos, ascienden. El mérito se desplaza por 
completo (se puede, entonces descartar por completo). 
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Se podría objetar contra esto que quienes están escalafonados en la entidad tienen la posibilidad 
de concursar por el 100% de los cargos debido a que cuentan necesariamente con más mérito y 
es entonces legítimo reservarles un 30% de las plazas. Si es así, y si se estima que esa asunción 
es obvia y necesaria, entonces debería aceptarse naturalmente que los escalafonados en la 
entidad concursen en un terreno igual con quienes no forman parte de la carrera en la Fiscalía, 
para que así demuestren objetivamente su acceso meritorio al cargo. Lo que no tiene sentido es 
sostener que el sólo hecho de pertenecer al escalafón de una entidad le confiere a una persona 
mayor mérito, y luego negarse de plano a permitir que esto se demuestre objetivamente 
mediante concurso. El hecho de formar parte del escalafón de una entidad le da a la persona un 
cierto conocimiento de las funciones y de la estructura de la entidad, y eso es ciertamente 
meritorio. Pero no es naturalmente y por sí mismo más meritorio para la función pública un 
funcionario con estas características que otro que tenga conocimientos de otros organismos del 
Estado, o que haya atravesado por un proceso extenso de formación académica, o que tenga 
experiencia en diversas disciplinas y por eso el concurso debía ser abierto para la totalidad de las 
plazas de carrera, y no sólo para una parte de ellas.  
 
Esto concuerda plenamente además con la jurisprudencia constitucional, y en especial con las 
sentencias C-266 de 2002 y C-1262 de 2005, que han prohibido los concursos cerrados de 
ascenso en general y también en el contexto de regímenes específicos de carrera. En el primer 
caso la Corte controlaba una norma en la cual se decía que “sólo” podían participar en los 
concursos de ascenso, los inscritos en la carrera de la Procuraduría. La Corte declara inexequible 
la palabra “sólo”, y dice que desde luego deben poder participar los funcionarios de carrera, así 
como todos los demás que cumplan las condiciones para acceder al cargo:  
 

“En consecuencia, el legislador vulneró los derechos fundamentales a la igualdad de 
oportunidades y al acceso el desempeño de funciones o cargos públicos, así como el 
principio de imparcialidad en que se basa la función administrativa cuando escogió el 
concurso cerrado de ascenso como medio de reconocimiento de las calidades y los 
méritos a los inscritos en la carrera de la entidad. Es el concurso público, bien sea 
abierto o mixto, el medio alternativo que debe emplearse para el nombramiento de 
funcionarios de carrera cuando se trata de proveer cargos de carrera en la 
Procuraduría General de la Nación, aún para aquellos de elevada jerarquía.” 

 
En la sentencia C-1262 de 2005 la Corte manifestó que incluso en los regímenes específicos –
como el de la DIAN- están prohibidos los concursos en los que de entrada se privilegie a los 
funcionarios de carrera, y por lo mismo declaró inexequible la norma que los establecía para esa 
entidad con condiciones claramente más privilegiada para los escalafonados.  
 
Conforme a lo anterior, la Corte ha introducido un cambio en la jurisprudencia pero sin la 
justificación apropiada. La mayoría considera que no es así, pues en realidad – dice – el previsto 
en la norma no es un concurso cerrado sino mixto. No es cierto, sin embargo, que la ley prevea 
un concurso mixto. Lo que hace mixto a un concurso de ascenso no es que, fuera de él, haya 
otros concursos independientes abiertos al público. Lo que hace mixto a un concurso de ascenso 
es que puedan intervenir en él funcionarios de dentro y personas de fuera de la entidad. No es 
esto, como se observa, lo que prevé la disposición acusada. La norma demandada no permite 
sino a los funcionarios de carrera de la Fiscalía concursar por el 100% de los cargos, cuando hay 
concurso de ascenso. Esta realidad no la cambia un giro semántico, aunque como recurso pueda 
contribuir a ensombrecer los hechos. Lo cual recuerda por cierto un viejo proverbio que se le 
atribuye a Talleyrand, a quien las prácticas humanas llevaron a suponer que Dios le dio al 
hombre la palabra para ocultar la verdad. 
 
NO EXISTE RESERVA DE LEY ESTATUTARIA FRENTE A LOS TEMAS TRATADOS POR LA LEY 

1680 DE 2013 SOBRE DERECHO A LA INFORMACIÓN Y LAS COMUNICACIONES DE LAS 
PERSONAS CIEGAS Y DE BAJA VISIÓN. DE OTRA PARTE, LAS LIMITACIONES AL DERECHO 

DE AUTOR EN ELLA PREVISTAS RESULTAN RAZONABLES EN CUANTO ACCIÓN 

AFIRMATIVA EN BENEFICIO DE ESA MISMA POBLACIÓN  

 

 
    II.   EXPEDIENTE D-10.319    -    SENTENCIA C-035/15  
          M. P. María Victoria Calle Correa 
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1. Normas acusadas 
LEY 1680 DE 2013 

(noviembre 20) 
 

Por la cual se garantiza a las personas ciegas y con baja visión, el acceso a la información, a las  

comunicaciones, al conocimiento y a las tecnologías de la información y de las comunicaciones. 

 
ARTÍCULO 1o. OBJETO. El objeto de la presente ley es garantizar el acceso autónomo e 
independiente de las personas ciegas y con baja visión, a la información, a las comunicaciones, al 
conocimiento, y a las tecnologías de la información y las comunicaciones, para hacer efectiva su 
inclusión y plena participación en la sociedad. 
 
ARTÍCULO 2o. DEFINICIONES. Para efectos de la presente ley se tienen las siguientes 
definiciones: 
 
Ceguera. La ausencia de percepción de luz por ambos ojos. 
Baja visión. La persona con una incapacidad de la función visual aún después de tratamiento 
y/o corrección refractiva común con agudeza visual en el mejor ojo, de 6/18 a Percepción de Luz 
(PL), o campo visual menor de 10º desde el punto de fijación, pero que use o sea 
potencialmente capaz de usar la visión para planificación y ejecución de tareas. Para considerar a 
una persona con baja visión se requiere que la alteración visual que presente sea bilateral e 
irreversible y que exista una visión residual que pueda ser cuantificada. 
 
Software lector de pantalla. Tipo de software que captura la información de los sistemas 
operativos y de las aplicaciones, con el fin de brindar información que oriente de manera sonora 
o táctil a usuarios ciegos en el uso de las alternativas que proveen los computadores. 
 
ARTÍCULO 3o. PRINCIPIOS. Los principios que inspiran la presente ley, se fundamentan en 
los artículos 3º y 9º de la Ley 1346 de 2009 la cual adoptó la Convención sobre Derechos de las 
Personas con Discapacidad, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 13 de 
diciembre de 2006. 
 
ARTÍCULO 4o. CONCORDANCIA NORMATIVA. La presente ley se promulga en concordancia 
con los pactos, convenios y Convenciones Internacionales sobre Derechos Humanos relativos a 
las Personas con Discapacidad, aprobados y ratificados por Colombia. 
 
En ningún caso, por implementación de esta norma, podrán restringirse o menoscabarse ninguno 
de los derechos reconocidos a las personas ciegas y con baja visión, en la legislación o en los 
pactos, convenios y convenciones internacionales ratificados. 

 
CAPÍTULO II. 

OBLIGACIONES DEL ESTADO. 
 
ARTÍCULO 5o. El Gobierno Nacional establecerá las políticas que garanticen el acceso 
autónomo e independiente de las personas ciegas y con baja visión a la información, a las 
comunicaciones, al conocimiento, al trabajo, a la educación y a las tecnologías de la información 
y las comunicaciones, en concordancia con la Ley 1346 de 2009. 
 
ARTÍCULO 6o. SOFTWARE LECTOR DE PANTALLA. El Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones o quien haga sus veces, adquirirá un software lector de 
pantalla para garantizar el acceso, uso y apropiación de las tecnologías de la información y las 
comunicaciones a las personas ciegas y con baja visión como mecanismo para contribuir en el 
logro de su autonomía e independencia. 
 
ARTÍCULO 7o. IMPLEMENTACIÓN DEL SOFTWARE. Las entidades públicas del orden 
nacional, departamental y municipal en coordinación con el Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las comunicaciones o quien haga sus veces, dispondrá los mecanismos necesarios 
para la instalación del software lector de pantalla en sus dependencias, establecimientos 
educativos públicos, instituciones de educación superior pública, bibliotecas públicas, centros 
culturales, aeropuertos y terminales de transporte, establecimientos carcelarios, Empresas 
Sociales del Estado y las demás entidades públicas o privadas que presten servicios públicos o 
ejerzan función pública en su jurisdicción. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1346_2009.html#Inicio
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PARÁGRAFO. Las entidades públicas a que se refiere este artículo capacitarán a la población y a 
los servidores públicos en el uso y manejo de la licencia del software lector de pantalla para su 
masificación. 
 
ARTÍCULO 8o. Una vez adquirida la licencia país por parte del Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones, para el software lector de pantalla, todo establecimiento 
abierto al público que preste servicios de Internet o café Internet deberá instalarlo en al menos 
una terminal. 
 
ARTÍCULO 9o. ACCESIBILIDAD Y USABILIDAD. Todas las páginas web de las entidades 
públicas o de los particulares que presten funciones públicas deberán cumplir con las normas 
técnicas y directrices de accesibilidad y usabilidad que dicte el Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones. 
 
ARTÍCULO 10. Las entidades públicas y los entes territoriales deberán incluir dentro de su 
presupuesto anual, un rubro presupuestal para garantizar los recursos para la capacitación en la 
instalación del software lector de pantalla. 
 
ARTÍCULO 11. PARTICIPACIÓN. El Ministerio de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones o quien haga sus veces, las entidades públicas y los entes territoriales 
promoverán la participación de las personas ciegas, con baja visión y sus organizaciones, en la 
formulación y seguimiento de las políticas públicas, planes de desarrollo, programas y proyectos 
del sector de las tecnologías de la información y las comunicaciones. 
 
ARTÍCULO 12. LIMITACIONES Y EXCEPCIONES A LOS DERECHOS DE AUTOR. Para 
garantizar la autonomía y la independencia de las personas ciegas y con baja visión en el 
ejercicio de sus derechos a la información, las comunicaciones y el conocimiento, las obras 
literarias, científicas, artísticas, audiovisuales, producidas en cualquier formato, medio o 
procedimiento, podrán ser reproducidas, distribuidas, comunicadas, traducidas, adaptadas, 
arregladas o transformadas en braille y en los demás modos, medios y formatos de comunicación 
accesibles que elijan las personas ciegas y con baja visión, sin autorización de sus autores ni 
pago de los Derechos de Autor, siempre y cuando la reproducción, distribución, comunicación, 
traducción, adaptación, transformación o el arreglo, sean hechos sin fines de lucro y cumpliendo 
la obligación de mencionar el nombre del autor y el título de las obras así utilizadas. 
 
No se aplicará la exención de pago de los Derechos de Autor, en la reproducción y distribución de 
obras que se hubieren editado originalmente en sistemas especiales para personas ciegas y con 
baja visión y que se hallen comercialmente disponibles. 
 
ARTÍCULO 13. REGLAMENTACIÓN. Para la reglamentación de la presente ley el Gobierno 
Nacional promoverá la participación de las personas ciegas, con baja visión y sus organizaciones. 
 
ARTÍCULO 14. OPERACIONES PRESUPUESTALES. El Gobierno Nacional realizará las 
operaciones presupuestales necesarias para el cabal cumplimiento y sostenimiento a largo plazo 
de lo dispuesto en la presente ley. 
 
ARTÍCULO 15. VIGENCIAS. La presente ley rige a partir de su publicación. 
 
2. Decisión 

 
Primero.- Declarar EXEQUIBLE la Ley 1680 de 2013, en su integridad, por el cargo analizado. 
 
Segundo.- Declarar EXEQUIBLE el artículo 12 de la Ley 1680 de 2013 por los cargos 
analizados en esta providencia. 
 

3. Fundamentos de esta decisión 
 
Después de descartar dos de los cargos propuestos por los demandantes, por el incumplimiento 
de los requisitos argumentativos mínimos para provocar un fallo de fondo, la Corte se ocupó de 
dos problemas jurídicos, contenidos en los otros dos cargos de la demanda: (i) establecer si la 
Ley 1680 de 2013 en su integridad, se hallaba sujeta al trámite especialmente exigente que 
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siguen las leyes estatutarias en el Congreso de la República, por desarrollar el principio de 
igualdad material a favor de las personas ciegas, y (ii) si la restricción impuesta al derecho 
patrimonial de autor, en cuanto a la exención de pago para la reproducción, distribución, 
comunicación, traducción, adaptación, arreglo o transformación en braille o en otros formatos 
accesibles para personas ciegas o de baja visión de obras literarias, científicas, artísticas o 
audiovisuales, prevista en el artículo 12 de la misma Ley 1680 de 2013, resultaba razonable y 
proporcionada; es decir, válida desde el punto de vista constitucional. 
 
En relación con el primer problema jurídico, la Sala consideró que la Ley 1680 de 2013 no se 
hallaba sujeta a reserva de ley, básicamente, porque (i) no constituye un desarrollo integral del 
derecho a la igualdad material, mandato de especial amplitud en un orden normativo definido 
como Estado social de derecho; (ii) tampoco es una normativa destinada a definir aspectos 
estructurales de los derechos de las personas con discapacidad, sino que (iii) se trata de una ley 
que establece medidas concretas para alcanzar fines asociados a la eliminación de una barrera 
para el acceso al conocimiento y la información de las personas ciegas y de  baja visión, a partir 
de un conjunto de principios establecidos en un marco más amplio, que comprende los artículos 
constitucionales que prevén la obligación estatal de adoptar medidas para asegurar el goce 
efectivo de los derechos de las personas con discapacidad (Arts. 2º, 5º, 13.2 y 13.3, 47 y 54), la 
Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad del año 2006, que hace parte 
del bloque de constitucionalidad, y la Ley 1618 de 2013 ( Por medio de la cual se establecen las 
disposiciones para garantizar el pleno ejercicio de los derechos de las personas con 
discapacidad), norma de rango estatutario que define de forma amplia e integral las obligaciones 
que el Estado debe adelantar para avanzar en la inclusión social y en el respeto, protección y 
garantía de los derechos de esta población. 
 
En cuanto al segundo problema, la Sala efectuó una ponderación entre las posiciones de derecho 
fundamental en conflicto: De un lado, los derechos de las personas ciegas o de baja visión, para 
acceder a un amplio conjunto de obras literarias, científicas o artísticas que, actualmente, no se 
hallan disponibles en Braille o en cualquier otro formato accesible. De otra parte, el derecho del 
autor a autorizar la reproducción de la obra y a percibir una suma de dinero por ello. 
 
La Corte concluyó que la imposibilidad que actualmente enfrentan los beneficiarios de la norma 
de conocer un inmenso número de obras editadas en formatos tradicionales genera una 
afectación particularmente intensa y empíricamente comprobada de su derecho fundamental a la 
existencia de un entorno inclusivo para el acceso a la información y el conocimiento, que se 
proyecta, además, en dificultades para el ejercicio de otros derechos como la educación o la 
cultura, situación plenamente documentada por los organismos internacionales especializados en 
la materia (como la Unión Mundial de Ciegos o la Organización Mundial de Propiedad Intelectual), 
así como por las intervenciones ciudadanas recibidas por la Corte, en las que se da cuenta de la 
inmensa desproporción entre los libros editados en formato impreso tradicional y aquellos 
adaptados o traducidos a modos accesibles. Por el contrario, la afectación a los derechos 
patrimoniales de los autores que impone la norma es apenas leve, dadas las garantías que el 
propio artículo demandado establece a su favor (que solo sea viable la reproducción cuando se 
efectúe sin ánimo de lucro y se trate de obras que no hayan sido previamente editadas en 
formatos accesibles con fines comerciales). 
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